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Huelva, 11 de marzo de 1996.- El Delegado, José
Antonio Muriel Romero.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de
Málaga, notificando tasa por sanción recaída en
e l e xped ien te sanc ionador que se c i ta .
(MA-279/95/S).

Ante las devoluciones efectuadas por la Oficina Postal,
del acto consistente en la notificación de la tasa de pago
derivada del expediente sancionador MA-279/95/S incoa-
do por esta Delegación por infracciones a la normativa
sobre el Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, contra quien más abajo se indica.

Esta Delegación de Gobernación ha resuelto de acuer-
do con lo dispuesto en los arts. 58 y 59.4 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre sobre Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, su publicación en BOJA, a los efectos
de notificación.

El Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación de la Junta
de Andalucía en Málaga, dictó con fecha 21 de noviembre
de 1995 Resolución que se notifica con esta fecha, por
la que se imponía una sanción de veinticinco mil pesetas

(25.000 ptas.) a la empresa operadora Recreativos San
Fernando, S.L., con NIF: B-29505161, inscrita en el regis-
tro correspondiente con el núm. TJA001588 y, con domi-
cilio a efectos notificaciones en Urb. Galancha, 9-8.º-A,
de Estepona, por infracción a la normativa vigente sobre
Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía; y concedido plazo para la interposición del Recurso
Ordinario, si no hace uso de su derecho, deviene firme
la resolución y queda agotada la vía administrativa.

La cuantía de la sanción podrá hacerse efectiva en
cualquier Entidad colaboradora, utilizando la carta de pago
núm. 0031745 que se adjunta, a partir del día siguiente
a la notificación de la presente, y de acuerdo con la nor-
mativa vigente, en el plazo de quince días hábiles.

Se significa que de no constar en el expediente el
pago de la sanción, se procederá a certificar descubierto
para su cobro en vía de apremio por la Consejería de
Economía y Hacienda. Málaga a 22 de enero de 1996.
La Jefa del Servicio. Fdo. Lidia Sánchez Milán.

Málaga, 22 de enero de 1996.- El Delegado, Luciano
Alonso Alonso.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de
Málaga, notificando Resolución dictada sobre el
e x p e d i e n t e s a n c i o n a d o r q u e s e c i t a .
(MA-547/95/EP).

Ante las devoluciones efectuadas por la Oficina Postal,
de las notificaciones de los actos consistentes en la Reso-
lución producida en los expedientes sancionadores incoa-
dos por esta Delegación por presuntas infracciones a la
normativa sobre el Juego y Espectáculos Públicos.

Esta Delegación de Gobernación ha resuelto de acuer-
do con lo dispuesto en los arts. 58 y 59.4 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, su publicación en el BOJA a los efectos
de notificación.

Examinado el expediente sancionador MA-547/95/EP,
seguido a don Carld And Daphne, S.C., con NIF
G-29675840 y, domicilio a efectos de notificaciones en
P.º Marítimo, Bar Garden-Complejo Las Pirámides, 29640
de Fuengirola.

Resultando. Que con fecha 30 de agosto de 1995,
fue dictada Providencia de Incoación de Expediente san-
cionador por el Procedimiento Simplificado, con arreglo
a lo preceptuado en el Capítulo V del Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento de Procedimiento para el Ejercicio de la Potes-
tad Sancionadora, en cumplimiento de la Disposición Adi-
cional Tercera de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común; siendo ésta noti-
ficada al interesado con fecha 31 de marzo de 1995.

Resultando. Que ha quedado suficientemente probado
que el día 9 de agosto de 1995, el establecimiento deno-
minado Discoteca Garden, sito en P.º Marítimo de Fuen-
girola, complejo Las Pirámides, y del que es usted titular,
se encontraba abierto al público siendo las 6,30 horas,
infringiéndose el horario legal de cierre de establecimientos
públicos.

Resultando. Que en la tramitación del expediente se
han observado todas las prescripciones legales, en especial
el procedimiento sancionador del Capítulo V del Real
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, y Capítulo IV de
la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Pro-
tección de la Seguridad Ciudadana.

Considerando. Que el artículo 8.1 del Reglamento
para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora establece
que, iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor
reconoce su responsabilidad, se podrá resolver aquél con
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la imposición de la sanción que proceda; y ello ocurre
en los casos en que o bien se reconoce tal responsabilidad
expresamente, o bien tácitamente al no presentar alega-
ciones o hacerlo fuera del plazo legalmente previsto para
ello.

Considerando. Que según el artículo 8 del Decreto
29/1986, de 19 de febrero, de Desconcentración de Fun-
ciones a las Delegaciones Provinciales de la Consejería
de Gobernación, compete a los Delegados de Goberna-
ción, las sanciones por infracciones leves y graves come-
tidas en el ámbito territorial de su competencia.

Considerando. Que los hechos referidos en el Resul-
tando Segundo de esta Resolución fueron negados en tiem-
po y forma por el sujeto a expediente, por lo que en fecha
20 de noviembre de 1995, fue solicitado informe a la
fuerza actuante, siendo éste emitido el 30 de noviembre
de 1995, ratificándose en la denuncia presentada. Por
ello, en fecha 13 de diciembre de 1995, por el Instructor
del expediente, se formuló Propuesta de Resolución, siendo
la misma notificada el 3 de febrero de 1996.

Considerando. Que notificada la Propuesta de Reso-
lución, en fecha 13 de febrero es presentado en el Servicio
de Correos, escrito de alegaciones, manifestando su total
disconformidad, indefensión, así como demás manifesta-
ciones que constan en el expediente.

Teniendo en cuenta que, ha sido y es constante juris-
prudencia del Tribunal Supremo, la de atribuir a los infor-
mes policiales, en principio, veracidad y fuerza probatoria,
al responder a una realidad de hecho apreciada direc-
tamente por los Agentes. Todo ello salvo prueba en con-
trario, y en tal sentido la Sentencia de la Sala III de dicho
Alto Tribunal de 5 de marzo de 1979, al razonar la adop-
ción de tal criterio, afirma que, «si la denuncia es formulada
por un Agente de la Autoridad especialmente encargado
del servicio, la presunción de legalidad administrativa,
incluso de sus agentes, es un principio que debe acatarse
y defenderse tanto en la vía administrativa como en la
contencioso-administrativa, ya que constituye garantía de
una acción administrativa eficaz».

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y art. 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
Tribunal de 28 de julio de 1981, «la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el prin-
cipio de libre apreciación de la prueba por parte del Tri-
bunal de Instancia, lo que supone que los distintos ele-
mentos de prueba puedan ser libremente ponderados por
el mismo a quien corresponde valorar su significación y
trascendencia para fundamentar el fallo», y si bien este
precepto se refiere a la actuación de los Tribunales de
Justicia, hay que tener presente que también el Tribunal
Constitucional en su Sentencia de 8 de julio de 1981 ha
declarado, en base lo establecido en el art. 25 de la Cons-
titución que los principios inspiradores del ordenamiento
penal son aplicables, con ciertos matices, al derecho admi-
nistrativo sancionador, dado que ambos son manifesta-
ciones jurídicas del ordenamiento punitivo del Estado,
según era ya doctrina reiterada y constante del Tribunal
Supremo. Por todo lo cual hay que concluir que los hechos

imputados deben ser tenidos por ciertos al haber sido obje-
to de comprobación por inspección directa de los Agentes
que formularon la denuncia y no deducir al interesado,
en los descargos y alegaciones presentados, prueba alguna
que desvirtúe la imputación de la infracción cometida.

Por lo dicho, y visto el contenido del presente expe-
diente, no cabe más que rechazar la pretendida indefen-
sión, puesto que cada trámite fue notificado al ahora expe-
dientado, dándole la oportunidad de presentar y proponer
los medios de prueba admitidos en derecho, y con ello
desvirtuar los hechos imputados.

Considerando. Que los hechos denunciados y pro-
bados suponen infracción al artículo 26.e) de la Ley Orgá-
nica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la
Seguridad Ciudadana, al art. 81.35 del Reglamento Gene-
ral de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades
Recreativas, aprobado por Real Decreto 2816/1982, de
27 de agosto, y art. 1 de la Orden 14 de mayo de 1987,
de la Consejería de Gobernación; tipificada como falta
leve por el artículo 26.e) de la citada Ley Orgánica 1/1992,
de 21 de febrero y sancionable conforme al contenido
del artículo 28 de la misma norma legal.

Vistos los preceptos citados, así como la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía; vigente Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común; en lo que es de aplicación el Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora,
en particular el artículo 20 sobre la Resolución; y demás
normas legales de general y pertinente aplicación,

ESTA DELEGACION DE GOBERNACION RESUELVE

Primero. Que por la Delegación de Gobernación de
la Junta de Andalucía en Málaga, se sancione a don Carld
And Daphne, S.C., con NIF G-29675840 y domicilio a
efectos de notificaciones en P.º Marítimo -Bar Garden-
Complejo Las Pirámides, con multa de cincuenta mil pese-
tas (50.000 ptas.), al tipificarse la infracción cometida
como falta leve, y de conformidad con los artículos 131.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y 30 de la Ley
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero.

Segundo. Que se notifique la presente Resolución al
interesado, por esta Delegación de Gobernación.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía
administrativa, podrá interponer recurso ordinario, en el
plazo de un mes, a contar desde la notificación de la pre-
sente Resolución; con los requisitos señalados en los ar-
tículos 110 y 114 de la vigente Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Málaga, 19 de febrero de 1996.- El Delegado, Lucia-
no Alonso Alonso.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ORDEN de 16 de abril de 1996, por la que
se autorizan tarifas de agua potable de Hornachue-
los (Córdoba). (PD. 1249/96).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión Provincial de Precios de Córdoba, y en uso
de las facultades que tengo atribuidas por el Decreto
266/1988, de 2 de agosto, por el que se regula el ejercicio


